Jaime Montoya Ferrer vs Colpensiones. Radicación 66001-31-05-005-2017-00109-01


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Providencia del 9 de octubre de 2019 

Radicación Nro:
66001-31-05-005-2017-00109-01

Proceso:

Ejecutivo

Demandante:

Jaime Montoya Ferrer

Demandado:

Colpensiones
Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
MANDAMIENTO DE PAGO / INTERESES DE MORA SOBRE MESADAS PENSIONALES / NATURALEZA DE LA EXCEPCIÓN DE PAGO EFECTIVO DE LA OBLIGACIÓN / FÓRMULA MATEMÁTICA PARA LIQUIDAR LA TASA EFECTIVA ANUAL EN PERIODOS MENSUAL O DIARIO / CONTROL DE LEGALIDAD / EN PROCESOS EJECUTIVOS / DEBE HACERSE NO OBSTANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 430 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO.
Conforme al artículo 1625 del Código Civil, en concordancia con el artículo 461 del Código General del Proceso el pago da lugar a la terminación del proceso, en los casos en que previo al remate del bien, se presenta “escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente”. (…)
La Superintendencia Financiera por su parte, mediante concepto Nº 2009046566-001 del 23 de julio de 2009, explicó que para calcular la equivalencia de la tasa efectiva anual en periodos distintos al de un año, como son los réditos que se causan mensualmente o diariamente, se debe acudir a las siguientes fórmulas matemáticas…
El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  

No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil, es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes.

De allí que en providencia de fecha 11 de septiembre de 2017, Rad. 2017-00358-01, esa Corporación señaló lo siguiente:

"... [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”.

… lo propio no es declarar probada la excepción de pago, pues como viene de verse, el pago de la condena impuesta en el proceso ordinario no podía darse en el trámite ejecutivo, pues ni siquiera existe obligación a cargo de Colpensiones, sino que lo que procede es revocar la providencia impugnada al igual que el mandamiento de pago proferido en auto de fecha 29 de agosto de 2018 adicionado el 17 de septiembre de 2018, para, en ejercicio del control oficioso de legalidad, negar el mandamiento ejecutivo pretendido…

ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Pese a compartir la decisión de la providencia de segunda instancia, considero que no era necesario retrotraer la actuación hasta el mandamiento de pago, ni menos aplicar control oficioso de legalidad. Bastaba revocar la decisión y, en su lugar, negar las pretensiones por inexigibilidad de la obligación o lo que es lo mismo, por pago de la obligación…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, nueve de octubre de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 9 de septiembre de 2019
En la fecha, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación presentados por Jaime Montoya Ferrer y Colpensiones contra el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 6 de mayo de 2019, que declaró no probada la excepción de pago y modificó el mandamiento ejecutivo dentro del proceso ejecutivo laboral que entre estas partes se adelanta, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-005-2017-00109-04.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

El señor Jaime Montoya Ferrer, luego de obtener decisión favorable a sus pretensiones, consistente en el reconocimiento y pago de un retroactivo pensional equivalente a $42.399.399 y los intereses moratorios a partir del 15 de agosto de 2014 y hasta que se realice el pago total de la obligación, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de un saldo insoluto por concepto de intereses moratorios.

Lo anterior obedeció en que Colpensiones, por medio de la Resolución SUB No 197957 de 25 de julio de 2018, reconoció a título de intereses moratorios la suma de $42.272.669, cuando en realidad el valor a cancelar era el equivalente a $44.082.379, lo que arroja una diferencia a su favor del orden de $1.809.710.
Mediante auto de fecha 29 de agosto de 2018 se libró mandamiento de pago –fls 10 y vto- y se ordenó la notificación personal de la parte ejecutada, a la Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado y al Ministerio Público; posteriormente en providencia adiada diecisiete de septiembre de 2018, se adicionó la orden ejecutiva para concretar la obligación en la suma de $1.846.950.
El día 14 de diciembre de 2018, le fue notificado a Colpensiones el auto que libró mandamiento de pago, concediéndole el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 17 de enero de 2019, formuló como excepciones las de “Prescripción; Inexigibiliad de la Obligación –costas, Buena fe de Colpensiones, Compensación, Pago Total de la deuda y Declaratoria de otras excepciones”.

En audiencia celebrada el 6 de mayo de 2019, el juzgado sólo dio trámite a las excepciones de prescripción, compensación y pago total de la obligación propuestas por Colpensiones, en consideración con lo establecido en el artículo 442 del Código General del Proceso, declarando no probados estos medios exceptivos.
Para lo que interesa al recurso, señaló la funcionaria, frente la excepción de pago total de la obligación, que Colpensiones, al proferir la Resolución SUB197957 de 20185 reconoció y canceló a favor del actor la suma de $42.272.669 por concepto de intereses moratorios, correspondiendo al juzgado realizar nuevamente la liquidación de la obligación, para así determinar el verdadero monto de lo adeudado, encontrando que al momento de librar mandamiento incurrió en una ligereza al aplicar la mora por 1.445 días por cada una de las mesadas, cuando en realidad cada mesada pensional, de manera individual, tiene su fecha de causación de manera independiente y por lo tanto cada una de ellas cuenta con determinado y exclusivo número de días a liquidar.

Al corregir tal imprecisión obtuvo como resultado la suma de $42.478.805, arrojando una diferencia del orden de $206.137, suma por la cual ordenó seguir adelante la ejecución.  A modo de costas procesales fijó la suma de $20.613 a cargo de Colpensiones.

Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la recurrió insistiendo en que el monto de lo adeudado, según sus cálculos corresponde a la suma de $1.948.227, por lo que solicita que se continué el trámite con este valor como capital.

La entidad ejecutada insistió en que por medio de la Resolución SUB No 197957 de  2018 le fueron cancelados al actor todos los conceptos adeudados, esto es el retroactivo pensional y los intereses moratorios, sin que quedara ningún saldo insoluto.

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Con el pago del monto reconocido a título de intereses moratorios en la Resolución SUB No 197957 de 2018, quedó satisfecha la obligación por este concepto?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DE LA TERMINACIÓN POR PAGO. 

Conforme al artículo 1625 del Código Civil, en concordancia con el artículo 461 del Código General del Proceso el pago da lugar a la terminación del proceso, en los casos en que previo al remate del bien, se presenta “escrito proveniente del ejecutante o de su apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la obligación demandada y las costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los embargos y secuestros, si no estuviere embargado el remanente”.

2. EL PAGO EFECTIVO

Prevé el artículo 1626 del Código Civil que el pago efectivo es la prestación de lo que se debe.
3. DE LA LIQUIDACIÓN DE LOS INTERESES MORATORIOS DE QUE TRATA EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993.

El artículo 141 de la Ley 100 de 1993 estableció el pago de intereses moratorios a la tasa máxima vigente al momento que se efectúe el pago, en caso de mora de las mesadas pensionales que trata dicha ley.

La Superintendencia Financiera por su parte, mediante concepto Nº 2009046566-001 del 23 de julio de 2009, explicó que para calcular la equivalencia de la tasa efectiva anual en periodos distintos al de un año, como son los réditos que se causan mensualmente o diariamente, se debe acudir a las siguientes fórmulas matemáticas:

Para calcular la tasa efectiva mensual:

[(1+ i)1/12 -1]*100

Donde i = tasa efectiva anual

Para calcular la tasa efectiva diaria:

[(1+ i)1/365 -1]*100

Donde i = tasa efectiva anual

4. CONTROL OFICIOSO DE LEGALIDAD 

El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  

No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil, es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes.

De allí que en providencia de fecha 11 de septiembre de 2017, Rad. 2017-00358-01, esa Corporación señaló lo siguiente:
"... se recuerda que los jueces tienen dentro de sus obligaciones, a la hora de dictar sus fallos, revisar, nuevamente, los presupuestos de los instrumentos de pago, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso.

Sobre lo advertido, esta Corte recientemente explicitó:

“(…) [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”.
“(…)”.

“Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente:

“En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal (…)”.

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma oficiosa (…)”. 

5. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la entidad ejecutiva formuló excepción de pago total de la obligación,  fundamentada en el hecho de en el acto administrativo por medio del cual se dio cumplimiento a sentencia proferida dentro del proceso ordinario  judicial, se dispuso el pago del retroactivo pensional y los intereses moratorios, estos últimos por valor de $42.272.669, lo cual se materializó en la nómina del mes de agosto de 2018.

El ejecutado alega en su recurso que lo adeudado en este asunto se acompasa con la liquidación efectuada por el juzgado al momento de adicionar el auto que libró mandamiento de pago, siendo esta suma del orden de $1.948.227.

Lo primero que deber hacer la Sala antes de analizar cualquier situación, es realizar la liquidación de los intereses moratorios, conforme la fórmula antes reseñada para encontrar la tasa efectiva mensual o diaria, teniendo como fecha de causación de los réditos el 15 de agosto de 2014 hasta el 30 de julio de 2018, último ciclo en mora, toda vez que el mes de agosto de esa anualidad se pagó oportunamente en los primeros días del mes siguiente. 

La liquidación es entonces como sigue:

	INTERES MORATORIO A PARTIR DEL 15 DE AGOSTO DE  2014 HASTA EL 31 DE JULIO DE 2018

	Periodo
	EXIGIBLE
	 Mesada 
	% Interés Diario 31 de julio 2018
	No. Días
	 Valor Intereses 

	31-jul-14
	15-ago-14
	 $   15.705.129 
	0,0007201
	1426
	 $          16.127.433 

	31-ago-14
	01-sep-14
	 $     4.449.045 
	0,0007201
	1410
	 $            4.517.416 

	30-sep-14
	01-oct-14
	 $     4.449.045 
	0,0007201
	1380
	 $            4.421.301 

	31-oct-14
	01-nov-14
	 $     4.449.045 
	0,0007201
	1350
	 $            4.325.186 

	30-nov-14
	01-dic-14
	 $     4.449.045 
	0,0007201
	1320
	 $            4.229.071 

	31-dic-14
	01-ene-15
	 $     8.898.090 
	0,0007201
	1290
	 $            8.265.911 

	TOTAL INTERESES DE MORA
	       $         41.886.318 

	INTERES MORATORIO DESDE EL 15 DE AGOSTO DE  2014 HASTA EL 31 DE JULIO DE 2018
	$41.886.318 


Así las cosas, el valor que correspondía pagar por concepto de intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, era la suma de $41.886.318 que contrastada con lo reconocido por Colpensiones en la Resolución SUB197957 de 2018, deja en evidencia que antes que pagar menos de lo que le correspondía, la entidad canceló $386.351 de más.
Ahora, el Juzgado de conocimiento liquidó en dos oportunidades los intereses moratorios, la primera de ellas al adicionar el mandamiento de pago por medio de auto de fecha 17 de septiembre de 2018.  En tal ocasión el saldo a favor del ejecutante fue tasado en la suma $1.948.227-; no obstante, esos cálculos presentan una diferencia con respecto a los realizados por la Sala, la cual   radica en que mes a mes el juzgado liquidó el interés diario por la totalidad de días en mora, cuando en realidad, cuando se causa cada mesada se reducen 30 días de mora.  De suerte que tal imprecisión fue corregida al momento de resolver las excepciones, encontrando que lo realmente adeudado era la suma de $206.137.
En la segunda liquidación efectuada por el juzgado, esto es la realizada al resolver las excepciones y que arrojó esta última suma como la deuda a favor del señor  Montoya Ferrer,  se percibe que la mora se liquidó desde el 30 de abril de 2014 –fl 67-, cuando lo cierto es que los intereses moratorios fueron ordenados a partir del 15 de agosto de 2014.
Lo anterior pone de presente que el juzgado incurrió en una inconsistencia al momento de calcular el valor de los intereses moratorios, lo que indica que no existe saldo alguno a favor del señor Jaime Montoya Ferrer, por lo tanto ninguna obligación pecuniaria tiene pendiente por satisfacer la entidad ejecutada. 
En ese orden de ideas, lo propio no es declarar probada la excepción de pago, pues como viene de verse, el pago de la condena impuesta en el proceso ordinario no podía darse en el trámite ejecutivo, pues ni siquiera existe obligación a cargo de Colpensiones, sino que lo que procede es revocar la providencia impugnada al igual que el mandamiento de pago proferido en auto de fecha 29 de agosto de 2018 adicionado el 17 de septiembre de 2018, para, en ejercicio del control oficioso de legalidad, negar el mandamiento ejecutivo pretendido por el señor Jaime Montoya Ferrer.
Costas en ambas instancias a cargo de la parte ejecutante.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR las providencias de fechas 29 de agosto y 17 de septiembre de 2018 y 6 de mayo de 2019, proferidas por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira. 
SEGUNDO: NEGAR el mandamiento de pago solicitado por el señor Jaime Montoya Ferrer en contra de Colpensiones.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







        Aclara voto

Providencia: 


Sentencia del 9 de octubre de 2019

Radicación No.:


66001-31-05-005-2017-00109-01

Proceso:


Ordinario laboral 

Demandante:


Jaime Montoya Ferrer

Demandado:


Colpensiones

Magistrado ponente:

Dr. Julio César Salazar Muñoz

Magistrada que aclara voto:

Dra. Ana Lucia Caicedo Calderón

ACLARACIÓN DE VOTO

Pese a compartir la decisión de la providencia de segunda instancia, considero que no era necesario retrotraer la actuación hasta el mandamiento de pago, ni menos aplicar control oficioso de legalidad. Bastaba revocar la decisión y, en su lugar, negar las pretensiones por inexigibilidad de la obligación o lo que es lo mismo, por pago de la obligación, tal como lo propusiera Colpensiones, condenando en costas a la parte actora.

Con todo, los efectos de la decisión de la mayoría son los mismos que se hubieran logrado revocando la decisión apelada, sin dar tantas vueltas.

 En estos breves términos sustento mi aclaración de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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